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Resumen 
Este trabajo trata de presentar la Ley de Transparencia y analizar los efectos 
producidos tras su aprobación en el país para así, determinar las carencias que 
presenta y detallar las propuestas de mejora que harían del texto legal el más 
completo y con mejores resultados de la Unión Europea. Se toma en consideración, 
para ello, la situación de España en la Unión Europea y las recomendaciones que 
emanan de órganos supranacionales, así como de organizaciones encargadas de 
promover la transparencia del Sector Público. 
 
Además de ello, se para atención al grado de transparencia de las Comunidades 
Autónomas en el año 2014 estableciendo una relación de las autonomías que más 
cambio hacia la transparencia han logrado y analizando los motivos o factores a los 
que se debe la magnitud del mismo. En definitiva, se trata de un estudio completo 
que condensa toda la información relativa a la transparencia en España e incide, 
como caso de estudio, en las Comunidades Autónomas ofreciendo al lector una 
visión crítica con propuestas ideadas bajo los lentes de un politólogo y jurista 
interesado por la calidad democrática y la rendición de cuentas. 
 
Abstract 
 

This paper attempts to present the Transparency Act and analyse the effects after its 
approval so as to identify possible scarcities and detail some proposals for 
improvements that would make this legal text the most complete and best 
performing of the European Union. In order to do so, it is going to be taken into 
consideration the situation of Spain in the European Union and the 
recommendations emanating from supranational bodies and organizations in charge 
of promoting transparency in the public sector. 
 
Furthermore, this project will focus on the degree of transparency of the 
autonomous communities in 2014 by establishing a relationship between the 
communities that changed more towards transparency and analysing the reasons or 
factors that contributed to this huge change. In short, it is a study that condenses all 
the information concerning transparency in Spain and focuses on the autonomous 
communities by offering the reader a critical vision with proposals devised under 
the lens of a political scientist and jurist interested in democratic quality and 
accountability. 
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I. INTRODUCCIÓN 
 
 

El último barómetro del año 2014 del Centro de Investigaciones Sociológicas puso de manifiesto 

que la principal preocupación de los españoles era la corrupción. Concretamente, el 63’9% de los 

encuestados lo consideraron el mayor problema de España. Sin duda es una información 

destacada que advierte tanto al poder político como a las Administraciones Públicas de la 

existencia de unos índices crecientes de desafección política, hecho que debería propiciar un 

cambio radical para lograr superarse en lo que a transparencia se refiere. Con el fin de paliar esta 

situación de corrupción y controlarla será preciso que la calidad de la transparencia sea alta, 

como muestra la evidencia empírica. 
 

       Figura 1. Relación entre transparencia y corrupción 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

El hecho transcendental en este asunto fue la aprobación de la Ley 19/2013, de Transparencia, 

Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno el día 9 de diciembre de 2013 que, dada la 

situación al año siguiente, parecía ser insuficiente para conseguir rendir cuentas a los ciudadanos 

de manera eficiente, incrementar el nivel de confianza hacia el sector público y establecer un 

marco jurídico de transparencia (El País, 2014). Pero, ¿qué ha logrado cambiar la ley de 

transparencia en España?, ¿qué posición ocupa España en la Unión Europea en relación a esta 

Fuente: World Bank Institute, 2004 
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materia? o ¿qué es necesario introducir en ella para alcanzar la mayor transparencia posible?. 

Estas son algunas de las cuestiones que guiarán el trabajo de ahora en adelante tratando de 

ofrecer al lector una visión completa y crítica de la Ley de Transparencia aprobada recientemente 

en España poniéndola en relación con los índices de transparencia de los países de la Unión 

Europea y con el grado de implantación que ha tenido en España a nivel autonómico. 

 

Cabe destacar que la importancia del tema es notable y es que el CIS se hizo eco de ello en sus 

últimos barómetros considerando la transparencia como una de las preocupaciones 

transcendentales de la población española en su conjunto. Además, la transparencia constituye 

uno de los principios rectores del sistema democrático del que se deriva que los ciudadanos 

tengan conocimiento de las decisiones que se toman en el sector público o en qué se invierten o 

utilizan los fondos públicos, entre otras cuestiones, para así poder llevar a cabo un control de la 

política y de la Administración Pública adecuado, real y efectivo. Por ello, resulta necesario 

hacer una evaluación de esta ley con la finalidad de proponer mejoras que posibiliten el 

incremento de la participación ciudadana, así como de la calidad de la democracia en el país. 

 

Hasta ahora, los teóricos que han tratado la Ley de transparencia han considerado, en general, 

que ésta no aportaba grandes mejoras y que no cubría todos los espectros necesarios para 

asegurar la calidad democrática española, al tratarse más bien de una exigencia del contexto 

político actual que ha sido solventada sin mucho énfasis (Matas, 2014). Partiendo de esta 

hipótesis, se tratará de hacer una amplia evaluación politológica destacando las carencias de la 

ley para, posteriormente, proponer mejoras que podrían hacer del texto legal el más completo y 

el que mejor garantizara la transparencia en nuestro país. 

 

Otra hipótesis complementaria de la que se parte se concreta en que, a nivel autonómico, los 

partidos de derecha son más propensos a promover la transparencia de las Administraciones 

Públicas. Se considera esta hipótesis dado que con una vista previa del mapa político en España, 

la gran mayoría de partidos políticos que gobiernan las Comunidades Autónomas en las que se 

han aprobado medidas de transparencia para la Administración Pública se ubican, en esencia, en 

la derecha del espectro político. Es decir, se parte de que los partidos que tienen una tendencia a 
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la liberalización del mercado pero defienden la intervención estatal en temas morales (Anduiza y 

Bosch, 2004) son más propensos a adoptar medidas de transparencia. 

 

 

 

El trabajo que se inicia a continuación cuenta, así pues, con tres partes diferenciadas. En la 

primera de ellas, se incluye un análisis del contexto en el que se aprobó la Ley de Transparencia 

y otro en referencia a los aspectos concretos de la misma. En el segundo apartado, se detallan las 

insuficiencias de la ley y se hacen propuestas de mejora que se consideran necesarias y de primer 

orden para incrementar su efectividad, así como también se incluye un análisis del grado de 

transparencia de España en el contexto de la Unión Europea. En el último apartado, se presenta 

un análisis de la transparencia de las Comunidades Autónomas, al tratarse del nivel de 

descentralización con mayor transparencia (Lizcano, 2014) y se da respuesta a las hipótesis 

anteriormente planteadas. Finalmente, se detallan las conclusiones extraídas a raíz del estudio 

con su correspondiente valoración politológica y se recogen las recomendaciones consideradas 

por parte del autor. 

 

Se trata de un estudio claro, completo y novedoso, dado que, por la reciente aprobación de la ley 

de transparencia, no se ha tratado de un tema muy recurrente en lo que a literatura se refiere y 

ahora se hará abarcando los puntos más relevantes y ofreciendo una total cobertura del tema. Se 

intenta que el trabajo llegue a ofrecer al lector una visión completa de la situación de 

transparencia en España evaluada con las lentes de un politólogo y jurista interesado por la 

calidad democrática y la responsabilidad política propia de todo Estado social y democrático de 

Derecho. 
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II. MARCO TEÓRICO
 
 

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno, tiene por objeto, conforme a lo dispuesto en el primer artículo de la misma, “ampliar y 

reforzar la transparencia de la actividad pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la 

información relativa a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno que 

deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias derivadas de su 

incumplimiento”. Sin duda, resultaba imprescindible contar con una ley de transparencia que 

permitiera a los ciudadanos acceder a la información pública y que exigiera una mayor claridad 

por parte de las Administraciones Públicas y en consecuencia, de los responsables públicos. 

Además de suponer el ejercicio efectivo del artículo 20.1.d) de la Constitución Española, de 

carácter fundamental y con contenido esencial. 

 

Hasta su aprobación, en diciembre del año 2013, España constituía uno de los pocos países de 

Europa que todavía no tenía una ley que regulara esta materia (Campos, 2012). El país no tenía 

una obligación estricta de fiscalidad de la actividad pública y de rendición de cuentas a los 

ciudadanos, salvo alguna excepción a nivel sectorial que no resultaba extrapolable a nivel 

nacional ni un avance importante en lo que a transparencia se refiere. Con esta aprobación, se 

desplegaron determinados efectos jurídicos que supusieron, entre otros aspectos, la creación del 

Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y del Portal de la Transparencia. Este primero es un 

órgano independiente que lleva a cabo actividades de fomento de la transparencia y controla el 

cumplimiento efectivo de la ley; y el segundo, es un sitio web en el que se recoge información 

pública institucional, normativa y económica. Desde este último, se permite al ciudadano ejercer 

su Derecho de Acceso a la Información Pública mediante la solicitud electrónica a los poderes 

públicos de aquella información que no se publica de manera activa (art. 12 LT). 

 

Por otro lado, también supone el despliegue normativo de esta materia a nivel autonómico y local 

para lograr adaptarse ambos niveles de descentralización a las obligaciones contenidas en la ley, 

conforme a lo establecido por la disposición final novena de la misma, y desarrollar el marco 

jurídico mínimo establecido estatalmente. 
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Las disposiciones contenidas en este cuerpo legal son relativas a cuatro ámbitos principales: la 

publicidad activa, el derecho de acceso a la información pública, el buen gobierno y el Consejo 

de Transparencia y Buen Gobierno. A continuación, se presenta brevemente el contenido de la 

ley siguiendo su misma estructura y los órganos o público al que obliga su redacción. 

 

En primer lugar, en el Título I de la ley se recoge la normativa que hace referencia a la 

publicidad activa y el derecho de acceso a la información pública. La publicidad activa, a 

grandes rasgos, supone la publicación de información que se vincule a las actividades de 

funcionamiento y control de la actuación pública que, en todo caso, se deberá divulgar 

periódicamente y actualizando su contenido para que la ciudadanía pueda comprobarla (art. 5 

LT). Concretamente, se deberá publicar la información institucional y organizativa, así como 

aquella que tiene relevancia jurídica (directrices, anteproyectos, reglamentos, etc.), además de la 

económica y presupuestaria (contratos, licitaciones, subvenciones, etc.). A tal efecto, se 

constituyó el portal digital Portal de la Transparencia donde se va publicando toda esta 

información con sus debidas actualizaciones. 

 

En lo que atañe al derecho de acceso a la información pública, este derecho es expresión de lo 

establecido en el art. 105.b) de la Constitución Española y supone que los ciudadanos tengan el 

libre acceso a la información del sector y función pública, salvo que infrinja determinados 

aspectos tales como la seguridad nacional, los datos personales o el secreto profesional. En la ley 

se fija, además, el procedimiento necesario para solicitar el acceso a la información y las 

posibilidades de recurso que se fijan, contando con la reclamación ante el Consejo de 

Transparencia y Buen Gobierno. 

 

Toda esta normativa establecida en el Título I va dirigida y deberá ser cumplida, conforme a lo 

establecido en el artículo 2 de la Ley, por la Administración General del Estado, las 

Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Administraciones Locales. Además, por 

las entidades gestoras y los sectores de la Seguridad Social, los organismos autónomos, las 

Agencias Estatales, las entidades publicas empresariales, las entidades de Derecho Público que 

tengan funciones de regulación o supervisión de algún sector y las que tienen personalidad 

jurídica propia y las corporaciones de Derecho Público. También, son de aplicación a la Casa de 
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su Majestad el Rey, las Cámaras Parlamentarias, el Tribunal Constitucional, el Consejo General 

del Poder Judicial, el Banco de España, el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el 

Consejo Económico y Social, determinadas sociedades mercantiles, las fundaciones del sector 

público y finalmente, las asociaciones constituidas por las Administraciones, organismos y 

entidades anteriormente citadas. 

 

En segundo lugar, el Título II de la ley hace referencia al Buen Gobierno y pone de manifiesto 

los principios éticos que deben cumplir las Administraciones Públicas y los cargos públicos, así 

como aquello que se considera constitutivo de infracción, en sus distintos niveles, y las 

correspondientes sanciones atendiendo a la gravedad de la transgresión cometida. 

 

Finalmente, el último aspecto que se regula es el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 

puesto que nace con la aprobación de la ley y constituye un órgano nuevo e independiente que 

asegura y promociona la transparencia en los términos que se establecen en el cuerpo legal. 

Concretamente en el Título III, se recogen sus fines, la composición, la formación de la 

Comisión de Transparencia y Buen Gobierno, la designación de su Presidente, las funciones y su 

régimen jurídico. 

 

Dada la reciente aprobación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, no existe mucha literatura 

sobre esta materia en relación a España. Sin embargo, todos los medios de prensa publicaron 

contenido acerca de la ley y algunos especialistas hicieron un análisis más exhaustivo, como es el 

caso del profesor Lizcano Álvarez quien dirige la organización no gubernamental Transparencia 

Internacional en España y ha emitido informes de evaluación tanto del anteproyecto como de la 

ley definitiva. Además de ello, algunos interesados en la materia publicaron su propia evaluación 

del anteproyecto de ley pero sin ser ésta de carácter oficial ni profesionalizado. 

 

Conviene destacar que la mayor parte de las publicaciones que se pueden hallar son relativas al 

anteproyecto de ley, pues se le dio consulta pública antes de su tramitación parlamentaria para 

poder recibir el feedback necesario por parte de la ciudadanía y así poder incluir mejoras y 

perfeccionarla, un hecho a destacar en España por la falta de aplicación de dicho procedimiento. 
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La organización Transparencia Internacional ha realizado numerosos estudios sobre el nivel de 

transparencia en España a nivel autonómico, parlamentario, de diputaciones, etc. durante estos 

últimos años a partir de ochenta indicadores propios. La aprobación de la Ley de Transparencia 

supuso la inclusión de nuevos indicadores acorde a las exigencias establecidas por la legislación 

y se puede afirmar que la realización de estos estudios, al mantener contacto con las 

Administraciones analizadas, ha mejorado la situación de transparencia en España porque 

fomentaba la competición entre ellas por alcanzar el mayor grado de transparencia posible. Este 

hecho incentivó a que numerosas Administraciones Públicas incluyeran en su página web un 

apartado de transparencia con el mayor número de información que podía hacerse pública y que 

se requería para pasar los controles no gubernamentales de la organización. Así pues, por 

ejemplo, la diputación de Menorca pasó de suspender ex ante al control de transparencia 

realizado por parte de esta organización a, ex post, a obtener una calificación de notable alto 

(Diario Menorca, 2013). Esto denota la importancia en la práctica de Transparencia 

Internacional en el avance hacia una mayor transparencia y la colaboración por el cumplimiento 

del Derecho al acceso a la información pública. 

 

Las hipótesis de las que se parte para realizar el análisis de transparencia de las Comunidades 

Autónomas, a partir de los datos publicados en los sitios web, y la evaluación de la ley de 

Transparencia, se concretan a continuación. 

 

H1: la Ley de Transparencia española supone un cambio incremental de acuerdo a una demanda 

concreta puntual, que no a un cambio radical propiciado por un proceso de reforma política o de 

cambio institucional. 

 

H2: los partidos políticos de derecha son más propensos a promover la transparencia de las 

Administraciones Públicas, como nos muestra la evidencia empírica del desarrollo político de las 

leyes de transparencia aprobadas, siendo éste el factor principal de la aprobación de tales 

medidas. Los gobernantes de la derecha, por ideología, tienen una mayor conciencia de que los 

mercados necesitan normas claras y públicas para fomentar la inversión y disminuir la 

incertidumbre. En efecto, promueven instituciones y normas, como las de transparencia, para 

crear confianza y reducir la inseguridad. 
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Para validar ambas hipótesis se deberá tener en cuenta la cantidad de información publicada en 

los sitios webs de las Administraciones Públicas, así como se hará una investigación posterior 

para concretar quién lleva a cabo las medidas de transparencia a nivel autonómico y qué factores 

político-sociales nutren estas medidas de transparencia porque, de acuerdo con la visión ex ante 

del contexto, parecen cumplirse ambas premisas de partida pero será necesario comprobar su 

certeza con una investigación empírica posterior. 
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III. METODOLOGÍA 
 
 

El presente trabajo está estructurado en dos partes distintas de análisis; la primera, trata 

principalmente la evaluación de la Ley de Transparencia mediante la que se establecen las 

carencias no subsanadas del cuerpo legal y las propuestas de mejora que deberían tomarse en 

consideración e introducir para mejorar su cobertura y utilidad. La segunda parte del análisis se 

centra en el estudio específico del caso de las Comunidades Autónomas mediante el que se 

intenta hallar qué autonomías son más transparentes de España y la influencia que ejercen 

diversos factores político-sociales sobre la aprobación de una Ley de Transparencia autonómica. 

 

Debemos destacar que siempre que, en ambos análisis, se evalúe la transparencia, será en 

relación a la datos publicados en los sitios web a los que el público pueda acceder libremente. De 

otra forma, no sería posible llegar a unos resultados reales, contrastables y que fueran 

explicativos del grado de transparencia alcanzada. 

 

En lo que concierne a la metodología empleada en la primera parte del análisis, se trata de un 

análisis documental de otras leyes de transparencia europeas, así como de recomendaciones 

emitidas desde la Comisión Europea al Gobierno de España, de informes y evaluaciones de 

Transparencia Internacional y de la relación entre los objetivos propuestos previamente a la 

redacción de la ley y los resultados logrados tras su posterior aprobación. Por tanto, se emplea un 

método cualitativo en el que la fuente principal son documentos de carácter primario y 

secundario, al ser el modelo que más se ajusta a la temática y que permite obtener los resultados 

más completos. 

 

Para la segunda parte del análisis, se realizará un análisis con datos cuantitativos a partir de 

ochenta indicadores de transparencia para cada Comunidad Autónoma a fin de comprobar la 

información publicada por cada Administración y poder establecer así una relación de las 

autonomías de mayor a menor grado de transparencia. Posteriormente, se testa la segunda 

hipótesis a partir del efecto que producen diversas variables independientes consideradas 

relevantes en el ámbito de estudio de la transparencia sobre la variable dependiente “Ley de 

Transparencia”. Con ello, se pretende comprobar la influencia que tienen determinados factores 
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que conducen a la aprobación de una Ley de Transparencia y poder llegar a detallar cuáles de 

ellos ejercen un mayor poder a la hora de aprobar este texto legal. 

 

Para llevar a cabo este análisis cuantitativo, se utiliza el programa estadístico SPSS y mediante la 

realización de regresiones lineales y correlaciones entre variables se comprueban los efectos que 

se producen y las conclusiones que se derivan tras las explicaciones halladas. A continuación se 

presentan las variables que se han considerado más relevantes y a partir de las cuáles se inicia, 

más adelante, dicho análisis a nivel autonómico para validar la segunda de las hipótesis 

planteada. 

 

VD – Existencia de Ley de Transparencia en la Comunidad Autónoma 

VI1 – Tendencia ideológica del partido que gobierna 

VI2 – Fragmentación parlamentaria 

VI3 – Grado de participación ciudadana en la Comunidad Autónoma 

VI4 – Número de condenados por corrupción en la Comunidad Autónoma 

VI5 – Aprobación de la Ley de Transparencia en el último año de legislatura ante el 

posible cambio de Gobierno autonómico 
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IV. ANÁLISIS DE LA LEY DE TRANSPARENCIA 
 

Con el propósito de validar o refutar la primera de las hipótesis planteadas relativa a que la Ley 

de Transparencia española únicamente supone un cambio incremental de acuerdo a una demanda 

concreta puntual (y no a un cambio radical propiciado por un proceso de reforma política o de 

cambio institucional), será necesario analizar dicha ley tomando en consideración sus logros y 

carencias y ponerla en relación a la situación global de la Unión Europea para poder concretar el 

tipo de cambio que supone en la cultura del Sector Público instaurada hasta el momento. 

 

Antes de entrar al análisis preciso de las carencias de la ley, conviene destacar que la tramitación 

de esta ley propició la participación ciudadana hasta su promulgación definitiva mediante un 

anteproyecto que fue publicitado y que trataba de dar información pública a los ciudadanos para 

que se propusieran aspectos relevantes y sugerencias que mejoraran su redacción. Las 

modificaciones más importantes que se forjaron se detallan en que se amplió el número de 

sujetos e instituciones a las que obliga la ley incluyendo, en su nueva redacción, a los Partidos 

Políticos y Sindicatos, a las organizaciones empresariales, al Banco de España, a las entidades 

privadas que fueran bonificadas con subvenciones de una cuantía superior a 100.000 euros o 

bien, que el 40% de sus ingresos fueran de las arcas públicas, y finalmente, a la Casa de su 

Majestad el Rey. 

 

Además de ello, se añadieron diversas cláusulas que mejoraron la eficacia y claridad del texto 

legal, cuyas modificaciones ya recogidas por ley se detallaron en que la información fuera 

comprensible, de fácil acceso y gratuita; se incluyera un organigrama de cada institución pública 

detallando sus responsables y haciendo mención al perfil y carrera profesional; se publicara toda 

la información relativa a los contratos adjudicados por la Administración Pública (incluso los 

menores) de manera individualizada y con una breve exposición de los motivos de su 

capacitación para las tareas encomendadas; que se recogiera información sobre el grado de 

cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera que se 

enumeran en la Ley de Presupuestos Generales; que se incluyera en el Portal de Transparencia 

toda aquella información que se hubiera solicitado en mayor medida y siendo toda ella accesible, 

interoperable y reutilizable, y finalmente, que se introdujera la especificación de que los 
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ciudadanos que hubieran solicitado la información en cualquier institución pública no debieran 

motivar el por qué de su solicitud para que se les permitiera un acceso efectivo a la información. 

 

Se aprecia que la redacción fue mejorada desde su anteproyecto hasta su aprobación definitiva 

pero, sin embargo, se sigue manteniendo que existen insuficiencias derivadas de la voluntad de 

los políticos que conformaron en aquel momento las Cortes Generales (Anderica, 2013). En 

efecto, España ha sido advertida en diversas ocasiones por la Comisión Europea de no estar a la 

altura europea en cuanto a transparencia y se han recibido críticas que tachan al texto legal de no 

suponer un avance efectivo en las actividades del Sector Público (Infolibre, 2014). 

 

4.1.  Carencias y propuestas de mejora 
 

A continuación se presentan las insuficiencias que se siguen hallando bajo el punto de vista del 

autor y compartidas, en ciertos aspectos, por profesionales en transparencia de nuestro país. 

 

La primera de ellas y más importante es la falta de un régimen establecido de relación entre las 

infracciones y sus correspondientes sanciones. De hecho, no encontramos explicitadas las 

sanciones que se atribuirían y de las que se harían responsables los cargos públicos o 

administrativos por contravenir las normas de transparencia recogidas en la ley (Jiménez Gálvez, 

2014). Esto resulta de vital importancia por diversos puntos; en primer lugar, se da seguridad 

jurídica a los ciudadanos de que en la ley se contemplan los supuestos necesarios para poder 

atribuir responsabilidades públicas y, en segundo lugar, compromete a los responsables públicos 

a cumplir con sus funciones y a velar porque las instituciones administrativas publiquen la 

información que debe estar a disposición de la ciudadanía. 

 

El hecho de que no se recoja un catálogo de sanciones claro conlleva a disipar las 

responsabilidades propias de los cargos públicos y a divagar hacia la arbitrariedad de la sanción 

correspondiente o hacia la impunidad al no existir un régimen sancionador claro, hecho que 

acabe pasando por alto los compromisos públicos en un proceso lento de establecimiento y juicio 

de los actos cometidos en contra de esta ley. Con el objetivo de mejorar este punto, se aconseja 

que se introduzca un apartado explícito con la correlación entre las posibles infracciones a 
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cometer y sus correspondientes sanciones, así como de los medios que dispone el ciudadano, 

como afectado, para reclamar la imputación de responsabilidades ante un órgano independiente 

que lo juzgue y ejecute. 

 

En segundo lugar, supone una traba a la efectividad de la ley el establecimiento del régimen de 

silencio administrativo negativo (Lizcano 2013). Esto significa que si un ciudadano solicita 

acceso a una información que, inicialmente, no se ha publicado y transcurre el plazo fijo 

marcado por ley de un mes, sin obtener respuesta por parte de la Administración Pública 

correspondiente, el ciudadano deberá entender rechazada su solicitud surgiendo de ella plenos 

efectos legales de denegación. Este régimen de silencio administrativo se debe considerar, en 

cierta manera, abusivo por no motivar el por qué de la denegación de acceso a la información y 

la privación de ejercicio del derecho del ciudadano. 

 

La evidencia presentada en un estudio del último año muestra que, de todas las peticiones 

enviadas en el año 2014, un 42’68% de ellas fueron desestimadas vía el silencio administrativo 

negativo y que, tan sólo, un 18’47% de las solicitudes fueron concluidas satisfactoriamente 

(Acces Info, 2014). 

 

Respecto a este aspecto, se debería introducir una modificación del régimen de modo que toda 

institución pública que recibiera una solicitud de acceso a la información y decidiera denegarla 

expusiera al solicitante el motivo que lo conduce a esa decisión y la ponderación de derechos que 

se ha hecho para negársele el suyo. Esta medida aseguraría el compromiso de las 

Administraciones Públicas de respetar los mandatos de la ley y de garantizar a los ciudadanos el 

ejercicio de sus derechos. A su vez, debería instaurarse un régimen de sanciones para aquellas 

que no respondieran en el plazo fijado con una motivación expresa, con el fin de que no se evite 

tomar parte de las medidas de transparencia aprobadas en las Cortes Generales, en nombre del 

conjunto de población representada. 

 

Otra de las carencias de esta ley se concreta en el régimen de independencia del Consejo de 

Transparencia y Buen Gobierno. Este organismo público se creó el día 19 de enero de 2015 con 

las funciones propias de adoptar recomendaciones para el cumplimiento de las materias de 

,
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transparencia, asesorar en estas las materias, informar de proyectos normativos y evaluar el 

grado de aplicación de la Ley de Transparencia, entre otras. A pesar de catalogarse como 

independiente, se trata de un organismo cuyo presidente o presidenta es escogido por el 

Gobierno y, más concretamente, por el Ministro de Hacienda como organismo público adscrito a 

tal ministerio. Este es un hecho que ocasiona una pérdida importante de legitimidad y de 

credibilidad de su independencia. Además, no se da opción a incluir en su composición a 

miembros de organismos independientes de la sociedad civil que promueven y demandan un 

mayor grado de transparencia. 

 

Así pues, se considera necesario en este aspecto que el presidente/a fuera escogido por una 

mayoría cualificada de las Cortes Generales y que el nombramiento del mismo no fuera a cargo 

del Ministro, puesto que esto deja una puerta abierta a posibles injerencias por parte del poder 

político en un organismo que va a evaluar la gestión y aplicación, entre otros, de los mandatos de 

transparencia que fija la Ley. También, resultaría necesario dar cabida a profesionales de 

organismos independientes que promueven la transparencia para dar mayor consistencia a esta 

independencia, así como modificar su adscripción al Ministerio de Hacienda para así pasar a ser 

un organismo totalmente independiente y externo al poder político, ya que el entramado 

institucional no obliga a que esta sea una condición para su supervivencia y se garantizaría que 

las recomendaciones y evaluaciones emitidas no estuvieran encaradas a dar una imagen 

desproporcionada de la realidad por la simpatía hacia el Gobierno que dirige el Estado. En 

efecto, actualmente, y sin cuestionar la profesionalidad y buena praxis de la Presidenta del 

Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, ésta trabajó anteriormente como Directora General 

en el Ministerio de Hacienda cuyo cargo es nombrado por el Consejo de Ministros a iniciativa 

del ministro interesado y no puede considerarse este hecho como garante de la independencia 

total del organismo público al incluir cargos de confianza política muy cercanos a su cúpula. 

 

En cuarto lugar, otra de las insuficiencias destacables es la precisión y concreción en el 

vocabulario y delimitación de las materias que están sujetas y se rigen por la Ley de 

transparencia. En la redacción, abundan conceptos excesivamente abiertos tales como “intereses 

económicos y comerciales” o “política económica y monetaria” que abarcan un espectro tan 

amplio de materias que aumenta el margen de discrecionalidad de las Administraciones Públicas 
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a la hora de decidir sobre qué informaciones publicar o qué peticiones de información satisfacer. 

Por ello, se propone que se delimiten con mayor precisión aquellas materias que son objeto de 

acceso por parte de la ciudadanía y que el Derecho de acceso a la información cubriría. De otra 

forma, podría rebajarse la efectividad de este derecho y generar inseguridad jurídica dada la falta 

de una redacción concreta, clara y estricta. 

 

La quinta de las carencias más destacables hace referencia al mandato recogido en el artículo 8.3 

de la Ley, precepto que establece que “Las Administraciones Públicas publicarán la relación de 

los bienes inmuebles que sean de su propiedad o sobre los que ostenten algún derecho real”. En 

este sentido, se dejan fuera de la regulación todos los bienes muebles y el patrimonio de las 

Administraciones Públicas que, en muchas ocasiones, puede ser de un valor muy superior a aquel 

vinculado con los bienes inmuebles. Así pues, la propuesta que se formula se concreta en la 

inclusión de los bienes muebles (dinero fiduciario, títulos de crédito, valores mobiliarios, obras 

de arte, vehículos, etc.), puesto que también son bienes cubiertos y mantenidos por parte de la 

población que debería ser conocedora de la existencia y coste de los mismos. 

 

El texto legal ha producido efectos jurídicos desde su entrada en vigor y uno de ellos supuso, 

conforme al artículo 10 de la Ley, el desarrollo del Portal de Transparencia por parte de la 

Administración General del Estado. Concretamente, el Portal de Transparencia proporciona a los 

ciudadanos un fácil acceso a toda la información de interés público perteneciente a la 

Administración General del Estado en su vertiente económica, institucional y normativa. Al estar 

en funcionamiento desde el mes de Diciembre del 2014, se ha podido observar el funcionamiento 

del portal y a continuación se plantean propuestas de mejora relativas a dicho sitio web. 

 

La primera de ellas es la escasa información nueva que recoge hasta el momento. Se trata de una 

buena herramienta para condensar toda la información procedente de diversos sitios web pero 

apenas se publica información nueva y exclusiva del Portal (Machuca, 2014). Por ende, el paso 

hacia una mejora se ve mermado en tanto que la cantidad de información disponible 

electrónicamente por el ciudadano no varía considerablemente en cifras reales. 
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La segunda de las propuestas de mejora del Portal de Transparencia que se formulan se vincula a 

la profundidad de la información publicada y es que, se recogen datos que, en ocasiones, resultan 

insuficientes a efectos informativos para el ciudadano en tanto que se limitan a presentar el 

contenido mínimo que hace echar en falta más información concreta y detallada, y no tanta 

información general, organizativa e institucional con falta de detalles específicos. 

 

También conviene destacar que la información que se recoge no es procesable en cuanto a 

formato y es que la mayor parte de ésta, se halla en formatos inoperables, como el pdf, y esto 

comporta que los datos no puedan ser tratados. 

 

Otra de las problemáticas es la relativa a la petición de información. La tarea de solicitar 

información adicional a la publicada es una tarea muy complicada, en tanto que se requiere de un 

certificado digital de identidad para poder adentrarse en el espacio web que permite iniciar la 

solicitud. De hecho, se ha probado por nuestra parte en diversas ocasiones, y en todas ellas se ha 

generado un error sin detallar en qué consiste el mismo ni qué se puede hacer para solucionarlo. 

Con lo cual se propone como mejora que se incluya un sistema mucho más abierto que permita, 

con el mero registro formal, abrir una instancia para solicitar la información, como si de un 

procedimiento de algún Ministerio se tratara. Además, en el artículo 14 de la Ley de 

Transparencia, se establecen un total de doce límites que comportan la denegación de 

información al ciudadano como son la seguridad nacional, la defensa, la seguridad pública, la 

prevención, las funciones administrativas de vigilancia, los intereses económicos y comerciales, 

la política económica o la garantía de profesionalidad. Dichos temas son de temática muy amplia 

y el límite hacia la arbitrariedad a la hora de denegar la información es mínimo, y por ende se 

considera que debería acotarse más la información restringida y disminuir así el margen de 

discrecionalidad legal a la hora de aceptar o rechazar la solicitud de información desde el Portal 

de Transparencia. 

 

En definitiva, es un sitio web que da un paso adelante en cuanto a transparencia por el hecho de 

que en él se contiene información y datos de interés público pero sería necesario hacerlo más 

completo, con datos más detallados e información más precisa, incluyendo datos en formato 
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operable y con un sistema de solicitud de información mucho más sencillo y efectivo, en tanto 

que resulta prácticamente imposible a día de hoy iniciar una petición por esta vía. 

 

Diversas entidades y organismos independientes que promueven la transparencia han emitido 

críticas en referencia a diversas carencias, algunas de ellas comentadas anteriormente, y es el 

caso, por ejemplo, de la Coalición Pro Acceso que se trata de una plataforma que se creó en el 

año 2006 con el objetivo de lograr la aprobación de la Ley o del presidente de la Autoridad 

Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF). También se han publicado artículos 

destacando estas deficiencias en diarios como Huffington Post o El Economista, e incluso la 

Comisión Europea advirtió a España de la falta de órganos independientes que controlaran la 

aplicación de la Ley. 

 

4.2.  Situación de España en la Unión Europea 
 

Hasta el año 2013, España era el único país de la Unión Europea que carecía de una Ley de 

transparencia y acceso a la información (Rodríguez-Pina, 2011). En este aspecto, a día de hoy, el 

país se ha puesto a la altura europea pero se desconoce la situación real puesto que cada estado 

aprueba una ley concreta e independiente del resto de leyes europeas aprobadas en esta materia y 

su implementación puede variar en gran medida. 

 

Para poder establecer un análisis de la situación de transparencia en el territorio de la Unión 

Europea se deben apreciar los resultados derivados de la aplicación de cada una de ellas dentro 

del ámbito de sus fronteras. Con el fin de observar estos resultados y hacerlo de manera efectiva 

deben apreciarse las circunstancias de cada país, así como su propia cultura. Así pues, se tomará 

como base del análisis el Índice de Percepción de Corrupción, que ha sido empleado por 

Transparencia Internacional para emitir sus informes y realizar estudios en esta materia. 

 

Este índice parte de diversas variables para acabar valorando que aquellos países que tienen un 

menor índice de percepción de corrupción (entendida ésta como “el abuso de poder 

encomendado para el beneficio personal”) son menos transparentes que aquellos que presentan 

valores positivos en estas variables, siendo el valor 0 el que hace referencia al mayor grado de 



 20   

corrupción apreciable y 100, el de mayor transparencia. Resulta considerable pensar que el 

estado más transparente es aquel en el que los ciudadanos muestran confianza hacia el Sector 

Público por su buena gestión y publicidad de los datos, en el que existe una ley de transparencia 

bien valorada por la población, se confía en los datos publicados, etc. 

 

El Índice de Percepción de Corrupción determinó que, en el año 2014, Dinamarca fue el país más 

transparente de los treinta y uno analizados de la Unión Europea con un puntuación de 92, 

seguido por Finlandia (89), Suecia (87), Noruega (86) y Suiza (86). La media se situó en los 69 

puntos y fue el puesto ocupado por Francia, mientras que España se quedó por debajo de la 

media y concretamente se situó en el decimonoveno puesto con un total de 60 puntos. Los tres 

últimos puestos fueron ocupados por Grecia, Italia y Rumanía, todos ellos con un total de 43 

puntos. 

 

A continuación se presenta una tabla con la relación de países europeos estudiados y sus 

correspondientes índices para detallar la información comentada. 
 

  Tabla 1. Relación de países ordenados por Índice de Percepción de Corrupción (2014) 

Posición País/Territorio Puntuación 
IPC 2014 Posición País/Territorio Puntuación 

IPC 2014 
1 Dinamarca 92 17 Portugal 63 
2 Finlandia 89 18 Polonia 61 
3 Suecia 87 19 España 60 
4 Noruega 86 20 Lituania 58 
5 Suiza 86 21 Eslovenia 58 
6 Países Bajos 83 22 Letonia 55 
7 Luxemburgo 82 23 Malta 55 
8 Alemania 79 24 Hungría 54 
9 Islandia 79 25 República Checa 51 

10 Reino Unido 78 26 Eslovaquia 50 
11 Bélgica 76 27 Croacia 48 
12 Irlanda 74 28 Bulgaria 43 
13 Austria 72 29 Grecia 43 
14 Estonia 69 30 Italia 43 
15 Francia 69 31 Rumanía 43 
16 Chipre 63    

 
Elaboración propia 
Fuente: Transparencia Internacional 
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Se puede observar que España no ocupa una buena posición en el Índice de Percepción de 

Corrupción en relación a los índices del resto de países de la Unión Europea. Esto significa que 

la percepción de la ciudadanía del país es que la corrupción no disminuye y que la confianza que 

poseen hacia las Administraciones Públicas está por debajo de la que podría tener, en las 

circunstancias propias de cada estado, un ciudadano noruego, alemán, inglés o portugués. 

 

Pese a que, tomando como punto de referencia la media de los países que conforman la Unión 

Europea, la situación de transparencia en nuestro país no es favorable, es necesario apreciar el 

cambio que se ha producido en los últimos años sobre este mismo índice comparativo de los 

países europeos. Este hecho mostrará si el país ha ido progresando o siempre ha mantenido 

índices bajos y para hacerlo, se muestra a continuación una tabla resumen con las puntuaciones 

del Índice de Percepción de Corrupción de España desde el año 2006 al 2014, poniéndolo en 

relación con los índices de Francia, Portugal y España que han sido seleccionados por la 

similitud en sus características sociodemográficas y culturales. 

 
      Tabla 2. Índice de Percepción de Corrupción (2006-2014) en España, Francia, Portugal e Italia 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

 

La conclusión que se extrae de los datos es que España siempre ha mantenido niveles bajos en el 

Índice de Percepción de Corrupción. Esto es, que nunca ha gozado de una buena situación de 

transparencia según la ciudadanía ni las instituciones han recibido una alta confianza en su 

Año España Francia Portugal Italia 
2014 60 69 63 43 
2013 59 71 62 43 
2012 65 71 63 42 
2011 62 70 61 39 
2010 61 68 60 39 
2009 61 69 58 43 
2008 65 69 61 48 
2007 67 73 65 52 
2006 68 74 66 49 

Media 63 70 62 44 

Elaboración propia 
Fuente: Transparencia Internacional 
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gestión. Como se puede apreciar, la situación no ha mejorado sustancialmente en el último año 

con la entrada en vigor de la Ley de Transparencia, puesto que en años anteriores los niveles eran 

superiores hasta en ocho puntos. 

 

La situación más parecida a la de España es la de Portugal, y es que ambos mantienen unos 

índices muy similares y constantes a lo largo de los años. Contrariamente a ello, Francia ha 

superado siempre la situación española e Italia, se ha mostrado por debajo históricamente. 

 

De todo este primer análisis de tipo cualitativo, se confirma la primera de la hipótesis planteada 

concerniente a que la Ley de Transparencia ha supuesto mejoras a nivel general solucionando 

una demanda concreta y puntual de iniciar medidas de transparencia, pero no ha supuesto un 

cambio radical propiciado por un proceso de reforma político o de cambio institucional. Es 

evidente que ha desplegado efectos positivos en una materia hasta ahora desconocida legalmente 

en el país y ha introducido aspectos que obligan a rendir cuentas a la ciudadanía y a incentivar 

esa cultura de transparencia necesaria en un Estado social y democrático de Derecho. Sin 

embargo, el camino está iniciado pero falta continuar y mejorar hasta que llegue a suponer un 

cambio radical en la praxis de las instituciones y el Sector Público otorgando al ciudadano unas 

mayores garantías de protección de su derecho a la información y un mayor compromiso desde 

los poderes públicos. 
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V. TRANSPARENCIA AUTONÓMICA 
 
 

Antes de iniciar el estudio para validar o refutar la segunda de las hipótesis concretada en que los 

partidos políticos de la derecha ideológica son más propensos a promover la transparencia de las 

Administraciones Públicas, es necesario adentrarse en el caso de las Comunidades Autónomas en 

el año 2014 para analizar la legislación de transparencia desplegada en el ámbito autonómico 

español y elaborar un ranking establecido mediante ochenta indicadores para cada Comunidad 

Autónoma con la finalidad de ordenar, por niveles de transparencia, todas las autonomías 

españolas. Con todo ello, se podrá observar la relación del nivel de transparencia con los partidos 

políticos gobernantes y ver su correlación y vinculación, si la hubiera. 

 

Sobre este último aspecto, se profundizará con un estudio cuantitativo de inclusión de variables 

independientes sobre una variable dependiente relativa a la existencia de una ley de transparencia 

autonómica para poder detallar la influencia de determinados factores sobre la aprobación de 

medidas de transparencia y ver si realmente la segunda hipótesis de la que se parte es cierta o se 

deben tomar en consideración otros factores más allá de la tendencia ideológica del partido 

gobernante en la Comunidad Autónoma a la hora de determinar la aprobación de la ley en esta 

materia. 

 

Las Comunidades Autónomas, en tanto que entidades territoriales administrativas, han 

desplegado una serie de competencias propias derivadas de la Constitución española y los 

Estatutos de Autonomías aprobados por cada una de ellas. En efecto, disponen de un margen de 

autonomía legislativa y cuentan con representantes políticos propios. Dado que la Ley de 

Transparencia a nivel estatal se trata de una ley de mínimos que crea un marco jurídico común en 

todas las autonomías, cada Comunidad Autónoma tiene la opción de desarrollar ampliamente su 

regulación y así lograr los objetivos deseables por la ciudadanía de Open Data y Gobierno 

Abierto (Velasco, 2014). 

 

Por ello se considera útil iniciar un estudio de transparencia de estas entidades territoriales al 

poder establecerse entre ellas unas diferencias muy amplias y unos efectos totalmente distintos 

en función de la regulación aprobada en cada territorio. 
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5.1. Legislación desplegada a nivel autonómico 
 

A raíz de la entrada en vigor de la Ley de Transparencia, las Comunidades Autónomas disponían 

de un total de dos años naturales para desplegar su normativa de transparencia y vincular sus 

instituciones a los mandatos propios de la misma. Sin embargo, no todas las autonomías fueron 

acompasadas en el camino hacia la transparencia y muchas de ellas siguen, a día de hoy, sin 

desplegar ningún tipo de normativa que haga más transparente su Administración Pública. 

 

El primer análisis que se efectúa concierne a la legislación de transparencia desplegada a nivel 

autonómico. La disposición final novena de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, establece que 

“los órganos de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales dispondrán de un plazo 

máximo de dos años para adaptarse a las obligaciones contenidas en esta ley”, así pues no es 

necesario que materialmente exista una ley concreta de transparencia para que se cumplan las 

obligaciones pero algunas Comunidades Autónomas han optado por aprobar una propia con el 

fin de asegurar el cumplimiento efectivo de los mandatos impuestos por las Cortes Generales. 

Además, como se ha comentado anteriormente, tienen la capacidad de incorporar y ampliar 

nuevas regulaciones para promover la participación de la ciudadanía puesto que, como afirma 

Velasco Rico, la transparencia e información pública solo tiene sentido si permite que los 

ciudadanos tengan conocimiento de causa a la hora de participar en la toma de decisiones. 

Finalmente, conviene destacar que se logrará una cultura de transparencia cuando los ciudadanos 

sean los verdaderos titulares de la información pública independientemente de la existencia de 

leyes específicas en la materia. Sin embargo, su desarrollo legislativo y el despliegue autonómico 

son hechos que inician el camino y promueven la cultura de transparencia. 

 

A continuación se presenta una tabla donde se detallan las leyes de transparencia autonómicas 

que han sido aprobadas y la fase en que se encuentran aquellas que todavía no la han aprobado. 
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   Tabla 3. Desarrollo legislativo de Transparencia en las Comunidades Autónomas hasta 2015 

COMUNIDAD AUTÓNOMA LEY DE TRANSPARENCIA 
Andalucía Ley 1/2014, de 24 de junio 

Aragón En fase de elaboración 
Asturias En fase de elaboración 

Cantabria Inexistente 
Castilla y León Ley 3/2015, de 4 de marzo 

Castilla-La Mancha En fase de elaboración 
Cataluña Ley 19/2014, de 29 de diciembre 

Comunidad de Madrid Inexistente 
Comunidad Valenciana Ley 2/2015, de 2 de abril 

Extremadura Ley 4/2013, de 21 de mayo 
Galicia Ley 4/2006, de 30 de julio 

Islas Baleares Ley de Buen Gobierno (pero no de transparencia) 
Islas Canarias Ley 12/2014, de 26 de diciembre 

La Rioja Ley 3/2014, de 11 de septiembre 
Navarra Ley Foral 11/2012, de 21 de junio 

País Vasco En fase de elaboración 
Región de Murcia Ley 12/2014, de 16 de diciembre 

 

Conviene recordar que el hecho de que no exista una normativa específica, no supone que el 

territorio no sea transparente o que no ejecute las obligaciones que les son encomendadas a nivel 

nacional. En efecto, una Comunidad Autónoma puede ser más transparente sin existencia de ley 

que otra que la tenga aprobada y en vigor porque no implica que se ejecute de manera efectiva. 

Sin embargo, también es cierto que la aprobación y entrada en vigor compromete a la 

Administración Pública a asegurar que los ciudadanos puedan acceder a la información pública y 

ejerzan su Derecho de Acceso a la Información. 

 

Con todo ello, se debe concluir en este punto que la aprobación de una ley de transparencia 

autonómica no despliega per se la consecución de medidas de transparencia pero supone un 

compromiso formal y una sujeción al Poder Judicial ante una posible falta de ejercicio efectivo 

que propicia su buen cumplimiento y al mismo tiempo, reconoce al ciudadano su derecho a 

intervenir legalmente para asegurar el desempeño. 

Elaboración propia 
Fuente: Boletín Oficial del Estado 
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El caso de las Islas Baleares supone una excepción puesto que no se ha aprobado una ley de 

transparencia de manera específica pero sí una Ley de Buena Administración y Buen Gobierno 

muy vinculada a la materia de transparencia en tanto que se trata de uno de los elementos 

esenciales la publicación de información el camino hacia la Buena Administración. La situación 

de transparencia, a nivel de visualización geográfica, se presenta de la siguiente manera: 
 

   Figura 2. Comunidades Autónomas con Ley de Transparencia propia 
 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

5.2.  Análisis de la transparencia en las Comunidades Autónomas 
 

El estudio que se presenta más adelante muestra el grado de transparencia alcanzado por cada 

Comunidad Autónoma en 2014, independientemente de si éstas tienen aprobada o no una ley de 

transparencia propia, dado que en el análisis ya se han incluido indicadores derivados del marco 

jurídico estatal. 

Elaboración propia 
Fuente: Boletín Oficial del Estado 
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La metodología que se sigue es la comprobación de la publicidad de la información a la que 

deben tener acceso los ciudadanos por parte de las Administraciones autonómicas. Para hacerlo, 

se ha partido de un total de ochenta indicadores de Transparencia Internacional que abarcan un 

total de seis áreas distintas y mediante la comprobación de la existencia de la información se ha 

otorgado una puntuación total a cada Comunidad Autónoma a fin de establecer una relación de 

las más transparentes y las que menos lo son. 

 

Dichos indicadores toman en consideración la información sobre la Comunidad Autónoma, las 

relaciones con los ciudadanos y la sociedad, la transparencia económico-financiera, la 

transparencia en las contrataciones de servicios, obras y suministros; la transparencia en materias 

de ordenación del territorio, urbanismo y obras públicas; y los mandatos legales de la Ley de 

Transparencia 19/2013, de 9 de diciembre. 

 

A continuación se presentan los resultados generados tras este test de transparencia donde se 

detallan las áreas analizadas, las temáticas propias de cada apartado así como el número de 

indicadores de cada apartado y la puntuación obtenida por cada Comunidad Autónoma de 

manera desglosada para cada uno de ellos. 
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       Tabla 4. Evaluación de transparencia de las Comunidades Autónomas en 2014 
 

Comunidades Autónomas
Andalucía Aragón Asturias Baleares Canarias Cantabria Castilla-La Mancha Castilla y León Cataluña

A) INFORMACIÓN SOBRE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA (21) 19 20 19 20 15 20 19 21 21
1. Información sobre los Cargos electos y de designación política de la Comunidad Autónoma (5) 5 4 5 5 5 5 5 5 5
2. Información sobre la Organización y el Patrimonio de la Comunidad Autónoma (9) 9 9 8 9 7 9 8 9 9
3. Información sobre normas e instituciones autonómicas (7) 5 7 6 6 3 6 6 7 7
B) RELACIONES CON LOS CIUDADANOS Y LA SOCIEDAD (14) 13 13 14 13 11 14 14 14 14
1. Características de la página web de la Comunidad Autónoma (3) 3 3 3 3 3 3 3 3 3
2. Información y atención al ciudadano (5) 5 5 5 4 5 5 5 5 5
3. Grado de compromiso con la ciudadanía (6) 5 5 6 6 3 6 6 6 6
C) TRANSPARENCIA ECONÓMICO-FINANCIERA (13) 7 9 10 11 10 8 8 13 13
1. Información contable y presupuestaria (4) 3 3 3 4 4 2 3 4 4
2. Transparencia en los ingresos y gastos (6) 2 5 4 4 3 5 3 6 6
3. Transparencia en las deudas de la Comunidad Autónoma (3) 2 1 3 3 3 1 2 3 3
D) TRANSPARENCIA EN LAS CONTRATACIONES DE SERVICIOS, OBRAS Y SUMINISTROS (9) 9 5 8 9 7 7 6 9 9
1. Procedimiento de contratación de servicios (3) 3 2 2 3 2 1 3 3 3
2. Seguimiento y control de la ejecución de obras (4) 4 2 4 4 4 4 2 4 4
3. Relaciones y operacions con proveedores y contratistas (2) 2 1 2 2 1 2 1 2 2
E) TRANSPARENCIA EN MATERIAS DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, URBANISMO Y OBRAS 
PÚBLICAS (7) 7 7 7 6 7 6 5 7 7
1. Ordenación Territorial y Urbanismo (5) 5 5 5 4 5 5 3 5 5
2. Informes, anuncios y licitaciones en Obras Públicas (2) 2 2 2 2 2 1 2 2 2
F) INDICADORES DE LA NUEVA LEY DE TRANSPARENCIA (16) 15 14 14 15 14 15 15 16 16
1. Planificación y funcionamiento de la Comunidad Autónoma (3) 3 3 2 3 2 2 3 3 3
2. Contratos, convenios y subvenciones (6) 6 6 6 6 6 6 5 6 6
3. Altos cargos de la Comunidad Autónoma y Entidades participadas (3) 3 2 3 2 2 3 3 3 3
4. Información económica y presupuestaria (4) 3 3 3 4 4 4 4 4 4
TOTAL (88) 70 68 72 74 64 70 67 80 80
TOTAL SOBRE 10 8'8 8'5 9 9'3 8 8'8 8'4 10 10

Extremadura Galicia Madrid Murcia Navarra País Vasco La Rioja Valencia
A) INFORMACIÓN SOBRE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA (21) 21 21 10 18 20 21 21 21
1. Información sobre los Cargos electos y de designación política de la Comunidad Autónoma (5) 5 5 3 4 5 5 5 5
2. Información sobre la Organización y el Patrimonio de la Comunidad Autónoma (9) 9 9 5 9 8 9 9 9
3. Información sobre normas e instituciones autonómicas (7) 7 7 2 5 7 7 7 7
B) RELACIONES CON LOS CIUDADANOS Y LA SOCIEDAD (14) 13 14 10 12 14 14 14 13
1. Características de la página web de la Comunidad Autónoma (3) 3 3 2 3 3 3 3 3
2. Información y atención al ciudadano (5) 5 5 5 5 5 5 5 5
3. Grado de compromiso con la ciudadanía (6) 5 6 3 4 6 6 6 5
C) TRANSPARENCIA ECONÓMICO-FINANCIERA (13) 6 11 8 7 11 13 11 12
1. Información contable y presupuestaria (4) 3 2 3 4 4 4 2 3
2. Transparencia en los ingresos y gastos (6) 2 6 2 1 4 6 6 6
3. Transparencia en las deudas de la Comunidad Autónoma (3) 1 3 3 2 3 3 3 3
D) TRANSPARENCIA EN LAS CONTRATACIONES DE SERVICIOS, OBRAS Y SUMINISTROS (9) 8 9 9 8 7 9 9 9
1. Procedimiento de contratación de servicios (3) 3 3 3 2 2 3 3 3
2. Seguimiento y control de la ejecución de obras (4) 4 4 4 4 3 4 4 4
3. Relaciones y operacions con proveedores y contratistas (2) 1 2 2 2 2 2 2 2
E) TRANSPARENCIA EN MATERIAS DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, URBANISMO Y OBRAS 
PÚBLICAS (7) 6 7 7 7 7 7 7 6
1. Ordenación Territorial y Urbanismo (5) 4 5 5 5 5 5 5 4
2. Informes, anuncios y licitaciones en Obras Públicas (2) 2 2 2 2 2 2 2 2
F) INDICADORES DE LA NUEVA LEY DE TRANSPARENCIA (16) 14 13 8 11 12 16 15 13
1. Planificación y funcionamiento de la Comunidad Autónoma (3) 2 3 2 2 2 3 3 2
2. Contratos, convenios y subvenciones (6) 5 4 3 5 4 6 5 6
3. Altos cargos de la Comunidad Autónoma y Entidades participadas (3) 3 3 0 0 3 3 3 1
4. Información económica y presupuestaria (4) 4 3 3 4 3 4 4 4
TOTAL (88) 68 75 52 63 71 80 77 74
TOTAL SOBRE 10 8'5 9'4 6'5 7'9 8'9 10 9'6 9'3

 
 Elaboración propia 

Fuente: Transparencia Internacional 
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Se ha concluido que las Comunidades Autónomas más transparentes de España en el año 2014 

fueron Castilla y León, Cataluña y el País Vasco, todas ellas con la puntuación máxima que se 

podía lograr con los indicadores anteriormente referenciados. En cambio, la Comunidad 

Autónoma menos transparente fue Madrid con una nota de 6’5. 

 

Es importante destacar que ninguna de ellas ha suspendido el test y con lo cual, no puede decirse 

que no sean transparentes pero dentro de la situación global del país destaca la baja puntuación 

de la Comunidad de Madrid, dado que un total de quince de las diecisiete autonomías se 

encuentra con una puntuación superior al 8. Seguidamente se adjunta una tabla resumen de la 

relación de Comunidades Autónomas ordenadas de mayor a menor grado de transparencia. 

 
   Tabla 5. Relación de Comunidades Autónomas ordenadas por grado de transparencia en 2014. 

  Posición Comunidad Autónoma Puntuación 
1 Cataluña 10 
2 Castilla y León 10 
3 País Vasco 10 
4 La Rioja 9'6 
5 Galicia 9'4 
6 Islas Baleares 9'3 
7 Comunidad Valenciana 9'3 
8 Asturias 9 
9 Navarra 8'9 

10 Andalucía 8'8 
11 Cantabria 8'8 
12 Aragón 8'5 
13 Extremadura 8'5 
14 Castilla-La Mancha 8'4 
15 Canarias 8 
16 Región de Murcia 7'9 
17 Comunidad de Madrid 6'5 

Elaboración propia 
Fuente: Transparencia Internacional 
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VI. FACTORES POLÍTICO-SOCIALES PARA LA TRANSPARENCIA 
 
Existen múltiples factores que nutren, en mayor o menor medida, la aprobación de una ley de 

transparencia autonómica. En este apartado detalla la influencia que ejercen sobre este hecho un 

total de cinco factores político-sociales que se han considerado vinculados a la misma y que 

tienen transcendencia a la hora de que exista una ley de este tipo. 

 

Se intenta testar, a su vez, la segunda de las hipótesis concretada en que el factor principal que 

provoca la aprobación de esta ley es la tendencia ideológica de derecha del gobierno en la 

Comunidad Autónoma. En efecto, a priori, se puede observar que todas las autonomías de este 

país que han aprobado una ley de transparencia propia lo han hecho con gobiernos de tendencia 

ideológica de derecha, salvo Andalucía que históricamente ha sido gobernada por un partido más 

cercano al espacio ideológico de izquierda. A continuación, se muestran los gobiernos actuales 

de las Comunidades Autónomas y la existencia o no de una ley propia en esta materia, con el 

objetivo de esclarecer y afirmar inicialmente la segunda hipótesis de partida 

 
Figura 3. Partidos gobernantes en las Comunidades Autónomas 

 

 
Elaboración propia 
Fuente: BOE y resultados electorales El País 
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También resulta necesario incluir una breve mención a la tendencia ideológica del los partidos 

políticos por Comunidades Autónomas en España. 
 

     Figura 4. Ubicación ideológica de los partidos políticos por Comunidades Autónomas 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

El análisis cuantitativo mediante el que se detalla la influencia de determinados factores político-

sociales sobre la existencia de la ley de Transparencia se realiza con el programa estadístico 

SPSS y se toma como variable dependiente la Ley de Transparencia, esto es, la existencia o 

inexistencia de la misma. Las variables independientes y por tanto, los factores escogidos por su 

vinculación con la variable dependiente son los siguientes: 

- Tendencia ideológica del Gobierno de la Comunidad Autónoma. Para ello se han 

valorado con 0 los partidos políticos que, de acuerdo con el barómetro autonómico III del 

CIS, núm. 2956 (Sept-Oct 2012), se ubican entre 0-5 en el espacio político y con valor 1, 

Fuente: CIS, Barómetro autonómico III, 2956 (Sept-Oct 2012) 
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aquellos que se hallan entre 5-10 en el mismo espacio. 

- Fragmentación parlamentaria. Se han establecido valores entre 2 y 7 en función del 

número de partidos presentes en cada Parlamento autonómico. 

- Número de condenados por corrupción en cada Comunidad Autónoma. Los datos han 

sido extraídos de la base de datos de El Mundo sobre los casos de corrupción en España, 

donde se detallan todos los datos por Comunidades Autónomas. 

- Grado de participación ciudadana en la Comunidad Autónoma. Se han tomado como 

referencia los datos de participación en diversos ámbitos del Informe CAE elaborado por 

el Comité Sectorial de la Administración Electrónica (apartado e-Democracia). 

- Aprobación de la Ley de Transparencia en el último año de legislatura. En este caso, se 

ha considerado que la cercanía al fin de la legislatura y la posible reelección de los 

gobiernos es un factor clave a la hora de iniciar medidas encaradas a mejorar la situación 

y afirmar el compromiso inicial con la ciudadanía. Por ello, se ha calculado si la fecha de 

aprobación se ha dado en los últimos doce meses de legislatura, otorgándole a este hecho 

un valor de 1 mientras que si fue aprobada durante el resto de legislatura se le ha dado el 

valor de 0, por considerarse del todo exento a los posibles intereses políticos. 

La metodología empleada en este análisis consiste en la realización de regresiones lineales entre 

las variables presentadas a partir de una base de datos de elaboración propia para observar la 

influencia de los factores y su significancia dentro del modelo estadístico. A continuación se 

presentan los resultados del estudio, los gráficos parciales para cada variable con su 

correspondiente índice de correlación y las explicaciones finales que se derivan del análisis. 

     Tabla 6. Resultados de la influencia de factores político-sociales 

Variables independientes Coeficiente Error típico Significación 
Tendencia ideológica del Gobierno 0.496 0.351 0.192 

Fragmentación Parlamentaria 0.071 0.075 0.368 
Condenados por corrupción 0.019 0.014 0.218 

Participación ciudadana 0.151 0.211 0.491 
Aprobación con elecciones a un año 0.518 0.216 0.040* 

Observaciones 17 
  

R2 0.601 
  

* p<0.05,  + p<0.10 
   Elaboración propia 
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       Figura 5. Gráficos de dispersión de la influencia de los factores político-sociales 
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Diagramas de elaboración propia 
Fuente: Base de datos propia 
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En relación a la primera variable relativa a la tendencia ideológica del Gobierno, se puede 

apreciar que la tendencia, dados los datos de la última legislatura, es que habrá más existencia de 

leyes de Transparencia cuando mayor sea la tendencia ideológica de derecha en el Gobierno. Sin 

embargo, una conclusión más precisa y detallada es que se llega a este resultado estadístico 

porque en la mayor parte de las Comunidades Autónomas gobiernan partidos de derecha y la 

proporción de éstos es mayor. Por tanto, nos encontramos ante un contexto particular donde tan 

sólo dos Comunidades Autónomas en todo el país contaban con gobiernos de izquierda en 2014, 

y resulta evidente que la mayor parte de las leyes de transparencia aprobadas sea con gobiernos 

de derecha. En conclusión, no puede afirmarse este resultado como extrapolable porque se 

encuentra muy ligado al contexto y a la realidad política, hecho que no puede ser valorado por el 

programa estadístico. 

 

En lo que concierne a la fragmentación parlamentaria, el análisis revela que el hecho de que haya 

una mayor fragmentación en los Parlamentos de las Comunidades Autónomas nutre la 

aprobación de una ley de Transparencia propia. En efecto, se puede inferir que hay más 

presiones políticas hacia el gobierno para que se adopten medidas de control político y 

administrativo. Además de ello, un parlamento con pocos partidos acomoda la posición de los 

políticos respecto a la ciudadanía y dificulta la aprobación de leyes que supongan un mayor 

control de la Comunidad Autónoma y una mayor sujeción a los mandatos legales. 

 

Otro de los factores político-sociales considerados se concreta en el número de condenados por 

corrupción. En este caso, la relación es positiva y clara, en tanto que en aquellas Comunidades 

Autónomas en las que ha habido históricamente más condenados por casos de corrupción, 

aprueban más leyes de transparencia propias. Esta relación podría afirmar que las autonomías 

que más han sufrido la corrupción están dando pasos a favor de la transparencia para mejorar 

tanto la Administración como la situación política vivida. 

 

En relación a la cuarta variable independiente relativa a la participación ciudadana, el análisis 

muestra que es más probable que exista una ley de transparencia en las autonomías donde se 

hayan implementado más canales de participación ciudadana en la Administración. De hecho, 

ambas variables comparten un alto compromiso político y una consolidada relación con la 
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ciudadanía. Sin embargo, pese a que la relación es positiva, no cuenta con un alto grado de 

correlación por lo que éste no es un factor que ejerza una influencia destacada sobre la variable 

independiente, siendo posible entonces hallar Comunidades Autónomas con pocos mecanismos 

de participación en la Administración pero igualmente con una ley de transparencia aprobada. 

 

Finalmente, el factor político-social con mayor influencia en la aprobación de dicha ley se 

concreta en la cercanía temporal del fin de la legislatura. En este caso, se trata de una variable 

independiente significativa que, por tanto, explica gran parte del modelo llevado a cabo. La 

variable con mayor correlación hace referencia a que la mayor parte de las Comunidades 

Autónomas que aprueban sus leyes de transparencia lo hacen en los últimos meses de su período 

de gobierno antes de exponerse de nuevo a la ciudadanía y perder o renovar su mandato. 
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VII. CONCLUSIONES 
 
 

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 

Gobierno ha supuesto, sin duda alguna, un cambio favorable y un paso adelante para lograr hacer 

de la Administración un sector más transparente y controlado. Su aprobación no ha estado exenta 

de críticas por las insuficiencias que presentaba el anteproyecto y que siguen sin acabar de 

cubrirse por parte del texto legal, siendo estas tanto a nivel personal por parte de profesionales 

interesados por la materia como por parte de instituciones de carácter supranacional. 

 

Pese a que la aprobación de la ley ha mejorado la situación, se sigue considerando que no ha 

supuesto un cambio radical propiciado por una voluntad de regeneración o cambio político, sino 

que ha respondido más bien a una exigencia derivada del contexto. En efecto, la evidencia 

empírica demuestra que de haber querido ser un cambio drástico y aglutinar una voluntad 

política de regeneración, la redacción hubiese sido más clara y concreta y el contenido mucho 

más detallado. Además de ello, se han mantenido unos índices de transparencia a nivel europeo 

muy similares a los de años atrás y España continúa siendo uno de los países con menor nivel de 

transparencia, ocupando una posición inferior a la media de la Unión Europea. 

 

Por tanto, se debe aceptar la primera de las hipótesis planteada la cual hacia referencia a que la 

aprobación de dicha ley propiciaba un cambio incremental de acuerdo a una demanda concreta 

puntual, pero no un cambio radical propiciado por un proceso de reforma política o de cambio 

institucional. Se considera que sigue careciendo de aspectos importantes y que configura una 

organización que no asegura de manera efectiva el derecho a la información por parte de los 

ciudadanos. 

 

Por otra parte, la transparencia a nivel autonómico está consiguiendo unos buenos resultados en 

general y es que la mayor parte de Comunidades Autónomas han superado el test de 

transparencia con muy buenos resultados, salvo alguna excepción como es el caso de la 

Comunidad de Madrid. A su vez, estas entidades territoriales van aprobando leyes de 

transparencia propias  que desarrollan y concretan el marco jurídico establecido en el estado. 
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En lo que concierne a los factores político-factores, se concluye que aquellos que ejercen mayor 

influencia sobre la existencia de una ley de transparencia autonómica propia son los relativos a la 

cercanía temporal del fin de la legislatura con un coeficiente de correlación de 0.518 y la 

tendencia ideológica del gobierno con uno de 0.496. A pesar de que los datos cuantitativos 

revelan que los partidos de tendencia ideológica de derecha son aquellos que más leyes de 

transparencia autonómicas han aprobado sería un error afirmar, de manera generalizada, que 

éstos sean los partidos más propensos a la voluntad política por la transparencia dada la situación 

política vivida en España. 

 

En el año 2014, quince Comunidades Autónomas de las diecisiete contaban con gobiernos de 

derecha y tan sólo dos de ellas con gobiernos de izquierda. Por ende, es lógico que la proporción 

de Comunidades Autónomas con una ley de transparencia propia en vigor sea consecuencia de 

los partidos de derecha por el gran número de entidades territoriales administrativas que han 

gobernado. 

 

Así pues se estima oportuno rechazar la segunda de las hipótesis planteadas concretada en que 

los partidos políticos de derecha son más propensos a promover la transparencia de las 

Administraciones Públicas, al no ser esta variable significativa en el modelo estudiado y estar 

sujeta a una realidad política particular. En efecto, la variable que nutre en mayor medida la 

existencia de una ley de transparencia autonómica es, significativamente, la cercanía a la 

finalización de la legislatura (últimos doce meses de gobierno). 
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VIII. RECOMENDACIONES 

Una vez tratados todos los aspectos considerados necesarios para hacer un estudio completo, 

claro y riguroso sobre la situación de transparencia en España e incidiendo en el caso de estudio 

de las Comunidades Autónomas en el año 2014, se recogen en un nuevo apartado las 

recomendaciones consideradas por parte del autor para mejorar la situación y asegurar la 

participación ciudadana y la calidad democrática del país. 

 
Las recomendaciones relativas a la Ley de Transparencia se concretan, esencialmente, en la 

introducción de un régimen sancionador claro donde se establezca el catálogo de infracciones 

posibles a cometer y su correspondiente sanción, la modificación del silencio administrativo 

negativo con la necesidad de exponer el motivo de negación de acceso a la información 

acompañado de la ponderación de derechos efectuada que legitime la negativa de ejercicio del 

derecho anteriormente citado, y la separación administrativa y de lazos políticos entre el Consejo 

de Transparencia y Buen Gobierno y el Ministerio de Hacienda, con la finalidad de asegurar la 

independencia del organismo y no socavar su legitimidad y credibilidad. 

 

También se recomienda dotar al cuerpo legal de un vocabulario más preciso y claro donde se 

eviten conceptos ambiguos que lleguen a disipar responsabilidades públicas y la facilidad en la 

negación del derecho de acceso a la información pudiendo llegar éste a estar fundado en la 

arbitrariedad de los poderes públicos. En adición, sería necesario complementar este aspecto con 

una delimitación formal y estricta de las materias que están sujetas a los mandatos imperativos 

de la ley para diferenciarlas de aquellas que se rigen por otras normas o que se hallan exentas de 

regulación de control. 

 

Otro de los aspectos a mejorar concierne a lo dispuesto en el artículo 8.3 de la Ley 19/2013, de 9 

de diciembre, relativo a la información económica, presupuestaria y estadística. La publicación 

de información no debería limitarse a los bienes inmuebles o que ostenten algún derecho real por 

parte de las Administraciones Públicas, y deberían incluirse los bienes muebles y el patrimonio 

propio de dichas administraciones, dado que, en ocasiones, su valor puede ser muy superior al 

vinculado exclusivamente a los bienes inmuebles. 
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En relación al Portal de Transparencia, se recomienda modificar la interfaz haciéndola más 

dinámica e incluyendo datos procesables e información más completa y detallada de cada uno de 

los puntos incluidos. Así mismo, convendría facilitar la solicitud de petición de información 

puesto que, actualmente, sólo puede iniciarse con un sistema de identificación de DNI 

electrónico y supone una desventaja para muchos de los ciudadanos que no cuentan con un lector 

de chip o con la última versión del DNI. 

 

Finalmente, y de modo general, recomendar a las Comunidades Autónomas que promuevan un 

desarrollo normativo completo de la legislación de transparencia propia con el fin de incrementar 

la participación de la ciudadanía en los asuntos públicos y la calidad democrática del territorio. 

 

 

“Una gran democracia debe progresar o pronto dejará de ser o grande o democracia”  
 

(Theodore Roosevelt, líder del Movimiento Progresista en 

Estados Unidos destinado a combatir la corrupción) 

  



 42   

IX. BIBLIOGRAFÍA 
 
 

Anderica, V. (11 de septiembre de 2013). Una ley de transparencia que no nos saque de la 

opacidad. ElDiario.es. Recuperado de 

http://www.eldiario.es/zonacritica/ley_de_transparencia-opacidad-silencio_administrativo-

derechos_fundamentales_6_174342577.html 

 

Anduiza, Eva y Agustí Bosch. 2004. Capitulo 5: Valores políticos y voto en Eva Anduiza y 

Agustí́ Bosch. Comportamiento político y electoral. Barcelona: Arial.  

 

Campos, C.; Mayorga, S. (23 de marzo de 2012). Así es la ley de transparencia en el mundo. 

RTVE. Recuperado de http://www.rtve.es/noticias/20120323/asi-ley-transparencia-

mundo/509697.shtml 

 

Centro de Investigaciones Sociológicas. Barómetro de Diciembre 2014, Informe nº 3047. 

Recuperado de http://datos.cis.es/pdf/Es3047mar_A.pdf  

 

Comisión Europea (2003), Comparative analysis of the Member States’ and candidate countries’ 

legislation concerning access to documents, 1 de julio de 2003, SG/616/03, Directorate B.  

 

Comisión Europea (2000), Estudio comparado de la regulación del derecho de acceso a la 

información en los Estados miembros, de 9 de octubre de 2000, 

www.europa.eu.int/comm/secretariat_general/sgc/ acc_doc/index_fr.htm#.  

 

Editorial (11 de diciembre de 2014). Transparencia, pero poca. El País. Recuperado de 

http://elpais.com/elpais/2014/ 12/10/opinion/1418241366_722472.html 

 

EFE. (17 de julio de 2014). Castilla y León, Cataluña y País Vasco líderes en transparencia; 

Madrid y Murcia, a la cola. El Mundo. Recuperado de 

http://www.elmundo.es/espana/2014/07/17/53c7a8c122601d070f8b4580.html 

 



 43   

Fernández Ramos, S. (1997), El derecho de acceso a los documentos administrativos, Marcial 

Pons, Madrid.  

 

Florini, A. (ed.) (2007), The Right to Know: Transparency for an Open World, New York, 

Columbia University Press.  

 

Guichot, E. (2011), Transparencia y acceso a la información en el Derecho europeo, Editorial 

Derecho Global/Global Law Press, Sevilla. 

 

InfoLibre. (3 de febrero de 2014). La UE tacha de insuficiente la nueva ley española de 

transparencia porque carece de órganos independientes de control. InfoLibre. Recuperado 

de 

http://www.infolibre.es/noticias/politica/2014/02/03/la_tacha_insuficiente_nueva_ley_espa

nola_transparencia_porque_carece_organos_independientes_control_13117_1012.html 

 

Jiménez Gálvez, J.; De la Rúa, Álvaro (11 de diciembre de 2014). «Lizcano: “Es insuficiente el 

régimen de sanciones de la ley de Transparencia”». El País. Recuperado de 

http://politica.elpais.com/politica/2014/12/10/actualidad/1418240829_668042.html 

 

Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información y Buen Gobierno, 

BOE 295 § 12887 (2013) 

 

Lizcano, J. (23 de diciembre de 2013). La nueva Ley de Transparencia: un importante desafío 

social. Consejo General de Abogacía Española. Recuperado de 

http://www.abogacia.es/2013/12/23/la-nueva-ley-de-transparencia-un-importante-desafio-

social/ 

 

Machuca, P. (10 de diciembre de 2014). Cinco aspectos que el Gobierno debería mejorar en el 

Portal de Transparencia. El Huffington Post. Recuperado de 

http://www.huffingtonpost.es/2014/12/10/portal-transparencia-fallos_n_6301982.html 

 

http://politica.elpais.com/politica/2014/12/10/actualidad/1418240829_668042.html
http://politica.elpais.com/politica/2014/12/10/actualidad/1418240829_668042.html


 44   

Matas, J. (12 de febrero de 2014). La Ley de transparencia. ¿Lo es realmente?. BlokdeBid. 

Recuperado de http://www.ub.edu/blokdebid/es/content/la-ley-de-transparencia-¿lo-es-

realmente 

 

Moya, M. (15 de enero de 2014). La necesidad de más autonomía y transparencia. Hay Derecho. 

Recuperado de http://hayderecho.com/2014/01/15/el-ministerio-fiscal-en-espana-mas-

autonomia-y-mas-transparencia/ 

 

ProAcceso. (19 de diciembre de 2014). La Coalición Pro Acceso critica las graves carencias con 

las que entra en vigor la ley de transparencia. Access Info Europe. Recuperado de 

https://instituto25m.info/la-coalicion-pro-acceso-critica-las-graves-carencias-con-las-que-

entra-en-vigor-la-ley-de-transparencia/ 

 

Tu Derecho a Saber. (21 de abril de 2015). Las instituciones reducen su uso del silencio 

administrativo, pero sigue siendo mayoritario. TuDerechoaSaber.es. Recuperado de 

http://blog.tuderechoasaber.es/category/ley-de-transparencia/ 

 

Transparencia Internacional. (2014). Informe INCAU 2014. Transparency International España. 

Recuperado de 

http://webantigua.transparencia.org.es/incau_2014/ranking_global_incau_2014.pdf 

 

Rodríguez-Pina, G. (1 de diciembre de 2011). España se mantiene en el puesto 15 de la UE en el 

ranking de corrupción. El País. Recuperado de 

http://politica.elpais.com/politica/2011/12/01/actualidad/1322735480 _367615.html 

 

Saborit, F. (27 de septiembre de 2013). El Consell escala puestos en la lista de instituciones más 

transparentes. Diario Menorca, p. 18. 

 

Velasco, C. (2014). La cuestión competencial en la  ley 19/2013, de 9 de diciembre:  ¿de qué 

margen disponen las CC.AA.  en materia de transparencia, acceso a la información 

pública y buen gobierno?. Revista Jurídica de Castilla y León, núm. 33, ISSN: 2254-3805. 



 45   

X. ANEXOS 
 

ANEXO 1. TABLA DE INDICADORES DETALLADA PARA MEDIR LA 
TRANSPARENCIA AUTONÓMICA 
 

INDICADORES DE TRANSPARENCIA DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS 2014

A) INFORMACIÓN SOBRE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA (21)
1.- Información sobre los Cargos electos y de designación política de la Comunidad Autónoma (C.A) (5)
1. Se publican en la Web el número y la composición de los Grupos parlamentarios y las cuantías de las asignaciones 
presupuestarias para su funcionamiento. 
2. Se especifican los datos curriculares y las direcciones electrónicas del Presidente/a y los Consejeros de la C.A. 
3. Se publica el número, su evolución y la relación de altos cargos, eventuales y de libre designación de la Comunidad 
Autónoma, y el importe de las retribuciones totales de cada uno de los puestos. 
4. Existe y se publica en la web una Ley de incompatibilidades y conflictos de intereses de los Altos Cargos (y el 
correspondiente órgano independiente para controlar su cumplimiento). 
5. Se hace pública (y queda almacenada en la web) la agenda de actividades y visitas de los Altos cargos y los Parlamentarios. 
2.- Información sobre la Organización y el Patrimonio de la Comunidad Autónoma (9)
6. Se publica de forma completa la Relación de Puestos de Trabajo (RPT) de la C.A. 
7. Se publica la Oferta Pública de Empleo de la C.A., y el desarrollo y ejecución de la misma. 
8. Se especifica la existencia y los datos básicos (forma jurídica, estatuto o ley de creación, composición de órganos de 
gobierno...) de los organismos de la Administración institucional y Entes instrumentales (de capital público, fundaciones, 
consorcios, universidades, agencias, etc.) 
9. Se recogen enlaces directos a las Webs de los citados organismos de la Administración institucional y Entes instrumentales. 
10. Se publica la información sobre los procesos selectivos del personal de plantilla (bases y composición del Tribunal, listas de 
admitidos y excluidos, exámenes, etc.). 
11. Se publica de forma completa la Relación de Puestos de Trabajo (RPT) o Plantillas de Personal de los organismos de la 
Administración institucional y Entes instrumentales. 
12. Se publica el Inventario de Bienes y Derechos de la Comunidad Autónoma. 
13. Se publica el número de Vehículos oficiales (propios o alquilados) adscritos a la Comunidad Autónoma 
14. Se publica la relación de bienes muebles de valor histórico-artístico o de alto valor económico de la Comunidad Autónoma. 
3.- Información sobre normas e instituciones autonómicas (7) 
15. Se publican los proyectos de Reglamentos regionales para su consulta y para la recepción de propuestas de mejora aportadas 
por la ciudadanía. 
16. Se publican los anteproyectos legislativos autonómicos (de acuerdo con la Ley 11/2007 de Acceso electrónico de los 
ciudadanos a los servicio públicos) para su consulta y para la recepción de propuestas de mejora aportadas por la ciudadanía. 
17. Se publican las directrices, Memorias e informes que acompañan las Iniciativas legislativas. 
18. Se publican las Actas de los Plenos y de las Comisiones de las Asambleas o Parlamentos autonómicos. 
19. Se publican las preguntas, interpelaciones y debates de las Asambleas Regionales o Parlamentos autonómicos. 
20. Se retransmiten en la web de la C.A. (y se conservan en la misma) los debates en directo de las Asambleas Regionales o 
Parlamentos Autonómicos. 
21. Se publican los acuerdos completos de los Consejos de Gobierno de la C.A. 
B) RELACIONES CON LOS CIUDADANOS Y LA SOCIEDAD (14)
1.- Características de la página web de la Comunidad Autónoma (3) 
22. Se puede ver el Mapa de la propia Web de la C.A. 
23. Se mantiene permanentemente actualizada la información contenida en la pagina Web (con una frecuencia mínima semanal). 
24. Se ha implantado un Portal (o sección específica) de transparencia en la web de la C.A. 
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2.- Información y atención al ciudadano (5) 
25. Se puede realizar on line la mayoría de las tramitaciones administrativas y realizar su seguimiento (estado de tramitación y 
posibles incidencias) por los interesados, garantizando la protección de datos de carácter personal. 
26. Se publican datos con periodicidad regular sobre el número de hospitales, centros de atención sanitaria, y plazas/camas 
hospitalarias por habitante, y su rendimiento. 
27. Se publican datos con periodicidad regular sobre las Listas de espera de los distintos centros sanitarios de la región. 
28. Se publican los Catálogos de los distintos servicios públicos regionales y sus condiciones de acceso (horarios, precios, etc.). 
29. Se publican datos con periodicidad regular sobre los Centros de enseñanza existentes, su naturaleza jurídica y tipo de 
financiación, y el número y tipología de los alumnos matriculados. 
3.- Grado de compromiso para con la ciudadanía (6) 
30. Existe y se publica un “Código Ético o de buen Gobierno” de la C.A. que todos los altos cargos y funcionarios deben 
conocer y respetar. 
31. Existen y se publican Cartas de Servicios explicativas de los compromisos con los ciudadanos. 
32. Existe y se publica una normativa regional sobre Participación ciudadana. 
33. Existen y se informa sobre los Consejos y entidades regionales de participación social (Consejo Económico y Social, 
Consejo Audiovisual, Consejos sectoriales, etc.) y sobre sus actividades y acuerdos. 
34. Existe y se publican los datos del Defensor del Pueblo, del Ciudadano o similar, y sus correspondientes informes emitidos. 
35. Se publican periódicamente datos sobre calidad y evaluación de los servicios y de las políticas públicas de la C.A. 
C) TRANSPARENCIA ECONÓMICO-FINANCIERA (13) 
1.- Información contable y presupuestaria (4) 
36. Se publican las Cuentas de los entes independientes que consolidan contablemente de acuerdo con la normativa de 
Estabilidad Presupuestaria. 
37. Se publican los Créditos extraordinarios, suplementos y ampliaciones de créditos, relativos a los Presupuestos. 
38. Se publican los Presupuestos de los organismos de la Administración institucional y entes instrumentales (sociedades 
mercantiles, de capital público, fundaciones, consorcios, universidades, agencias, etc.). 
39. Se publican los Informes de morosidad previstos en la Ley Orgánica 2/2012 y regulados en la Orden HAP/2105/2012. 
2.- Transparencia en los ingresos y gastos (6) 
40. Se publica información básica sobre la financiación de la Comunidad Autónoma: Tributos cedidos, Fondo de Garantía de 
servicios públicos fundamentales, Fondo de suficiencia global de convergencia (de competitividad y de cooperación). 
41. Se publican indicadores de eficiencia y/o eficacia del gasto en la prestación de los servicios públicos por parte de la C.A. (en 
función de lo indicado por la Ley General Presupuestaria). 
42. Se publica la proporción que representa el Déficit/superávit público de la C.A. sobre el PIB regional. 
43. Se publica el grado de financiación de las Inversiones con Subvenciones finalistas 
44. Se publica el gasto por habitante: Obligaciones no financieras reconocidas netas / No habitantes. 
45. Se publica el indicador: Inversiones realizadas/Subvenciones del Estado y europeas 
3.- Transparencia en las deudas de la C.A. (3) 
46. Se publica el importe de la Deuda pública actual de la C.A. y su evolución en comparación con los ejercicios anteriores. 
Se divulgan los siguientes indicadores: 
47. Endeudamiento por habitante: Pasivo exigible (el estipulado en el Procedimiento de déficit excesivo) / No habitantes. 
48. Endeudamiento relativo: Deuda de la C.A./Presupuesto total de la C.A. 
D) TRANSPARENCIA EN LAS CONTRATACIONES DE SERVICIOS, OBRAS Y SUMINISTROS (9) 
1.- Procedimiento de contratación de servicios (3) 
49. Se informa sobre la composición, forma de designación y convocatorias de las Mesas de contratación. 
50. Se publican las Actas de las Mesas de Contratación. 
51. Se publica una guía o manual del usuario para las entidades contratantes de bienes y servicios con la C.A. 
2.- Seguimiento y control de la ejecución de obras (4) 
52. Se aporta información precisa sobre cada una de las obras más importantes de infraestructura que están en curso (Objeto de 
la obra; contratista/s responsable/s; importe de adjudicación, plazo de ejecución, fecha de inicio y de finalización). 
53. Se publican las modificaciones, reformados y complementarios de los proyectos de las obras más importantes. 
54. Se publica la fecha concreta prevista para la finalización de las obras autonómicas más importantes, o bien la fecha concreta 
de inicio y el plazo de ejecución de dichas obras, publicando, en su caso, las prórrogas habidas. 
55. Se difunde de forma periódica (al menos semestral) información sobre las obras de infraestructura realizadas, y/o las 
aprobadas pendientes de ejecución (informes, comunicados, notas de prensa, etc.). 
3.- Relaciones y operaciones con proveedores y contratistas (2) 
56. Se publican los datos de las adquisiciones de suministros realizadas por la C.A. a través de Internet. 
57. Se publica la lista y la cuantía de las compras y contrataciones de la Comunidad Autónoma. 



 47   

E) TRANSPARENCIA EN MATERIAS DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, URBANISMO Y OBRAS PÚBLICAS 
(7) 
1.- Ordenación Territorial y Urbanismo (5) 
58. Se publica el Plan de Ordenación Territorial, junto con las últimas modificaciones aprobadas. 
59. Se publican los Convenios y otros instrumentos urbanísticos. 
60. Se publican los Planes de protección medioambiental y de ordenación de los recursos naturales (o denominación similar) de 
la C.A. 
61. Se publican datos o índices de la Calidad del Agua interior (Lagos, Ríos, Embalses, etc.) en la región. 

62. Se publican datos sobre las emisiones de Gases de efecto invernadero en la región, y el cumplimiento del Protocolo de Kioto. 
2.- Informes, anuncios y licitaciones de Obras públicas (2) 
63. Se publica información precisa de la normativa regional vigente en materia de obras públicas. 
64. Se publican los presupuestos, los pliegos y los criterios de adjudicación de las obras públicas más importantes. 
F) INDICADORES NUEVA LEY DE TRANSPARENCIA (16) 
1.- Planificación y funcionamiento de la Comunidad Autónoma (3) 
65. Se publican los Planes y Programas anuales y plurianuales en los que se fijan objetivos concretos, así como las actividades, 
medios y tiempo previsto para su consecución. 
66. Se publica un Organigrama actualizado que permite identificar a los responsables de los diferentes órganos, así como sus 
funciones y relaciones de dependencia. 
67. Se publican los informes internos de los órganos de asesoramiento jurídico y de la intervención, una vez que son definitivos. 
2.- Contratos, convenios y subvenciones. (6) 
68. Se publican todos los Contratos formalizados, con indicación del objeto, el importe de licitación y de adjudicación, el 
procedimiento utilizado, los instrumentos a través de los que en su caso se haya publicitado, el número de licitadores 
participantes en el procedimiento y la identidad de los adjudicatarios. 
69. Se publican las modificaciones de los Contratos formalizados. 
70. Se publican periódicamente (como mínimo trimestralmente) los Contratos menores formalizados, al menos de forma 
agregada (No de contratos e importe global). 
71. Se publican datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen presupuestario de Contratos adjudicados a través de cada uno 
de los procedimientos previstos en la legislación de contratos del sector público 
72. Se publica la relación de los Convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto y en su caso las 
obligaciones económicas convenidas. 
73. Se publican las Subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe, objetivo o finalidad y 
beneficiarios. 
3.- Altos cargos de la Comunidad Autónoma y Entidades participadas (3) 
74. Se publican las retribuciones percibidas por los altos cargos de la Comunidad Autónoma. 
75. Se publican las retribuciones percibidas por los máximos responsables de las Entidades dependientes y participadas por la 
Comunidad Autónoma. 
76. Se publican las Declaraciones anuales de Bienes y Actividades de los Altos Cargos de la Comunidad Autónoma 
(representantes locales así como de los miembros no electos del Órgano de Gobierno). 
4.- Información económica y presupuestaria. (4) 
77. Se publica la relación de Inmuebles (oficinas, locales, etc.), tanto propios como en régimen de arrendamiento, ocupados y/o 
adscritos a la Comunidad Autónoma. 
78. Se publican los Presupuestos de la C.A., con descripción de las principales partidas presupuestarias e información 
actualizada sobre su estado de ejecución (mínimo trimestralmente). 
79. Se publican las Cuentas Anuales/Cuenta General de la Comunidad Autónoma (Balance, Cuenta de Resultado económico- 
patrimonial, Memoria, y liquidación del Presupuesto). 
80. Se publican los Informes de Auditoría de cuentas y los de Fiscalización por parte de los Órganos de control externo (Cámara 
o Tribunal de Cuentas) de la Comunidad Autónoma, y de las entidades del sector público autonómico. 
 
Elaboración propia 
Fuente: Transparencia Internacional  
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ANEXO 2. TABLA DE RESULTADOS DEL ANÁLISIS CUANTITATIVO CON SPSS 
 

Resumen del modelob 

Modelo R R cuadrado 

R cuadrado 

corregida 

Error típ. de la 

estimación 

1 ,775a ,601 ,379 ,3846 

a. Variables predictoras: (Constante), Elecciones1año, Tendencia de 

Gobierno, Fragmentación parlamentaria, Participación Ciudadana, 

Condenados por corrupción 

b. Variable dependiente: Ley de transparencia 

 
 

ANOVAb 

Modelo 

Suma de 

cuadrados gl 

Media 

cuadrática F Sig. 

1 Regresión 2,002 5 ,400 2,708 ,092a 

Residual 1,331 9 ,148   
Total 3,333 14    

a. Variables predictoras: (Constante), Elecciones1año, Tendencia de Gobierno, Fragmentación 

parlamentaria, Participación Ciudadana, Condenados por corrupción 

b. Variable dependiente: Ley de transparencia 

 
 

Coeficientesa 

Modelo 

Coeficientes no estandarizados 

Coeficientes 

tipificados 

t Sig. B Error típ. Beta 

1 (Constante) -,510 ,533  -,956 ,364 

Tendencia de Gobierno ,496 ,351 ,358 1,411 ,192 

Fragmentación 

parlamentaria 

,071 ,075 ,206 ,948 ,368 

Condenados por corrupción ,019 ,014 ,347 1,323 ,218 

Participación Ciudadana ,151 ,211 ,157 ,718 ,491 

Elecciones1año ,518 ,216 ,549 2,399 ,040 

a. Variable dependiente: Ley de transparencia 

 
 


